
PASÓ DE LAS PALABRAS A LOS HECHOS. De
las insistentes ofensas
verbales a la firma de un
decreto restrictivo de la
libertad. Avanzó de lla-
marles “ensobrados” a
todos los periodistas,
que no sean desde ya fa-
náticos seguidores su-
yos, a recortarles a tales

“esbirros” el derecho de acceder a una
parte significativa de la información pú-
blica. Digámoslo de una buena vez: Javier
Milei tiene un discurso peligrosamente
violento con los periodistas, pero no solo
con los periodistas, que pone en riesgo la
paz social, cuya preservación es la prime-
ra obligación de un presidente. A ese
mandatario que ya conocíamos, se le
agregó el lunes el jefe del Estado capaz de
firmar un decreto inconstitucional que li-
mita los alcances de la Ley de Acceso a la
Información Pública. Es inconstitucional
por el simple hecho de que un decreto no
puede restringir los márgenes estableci-
dos por una ley. Esa ley de acceso a la in-
formación sirvió para que el periodismo
conociera —o confirmara— información
valiosa sobre la corrupción política o so-
bre el trasiego de personas por los edifi-
cios que ocupan los presidentes. Sin esa
ley, la sociedad no hubiera podido cono-
cer nunca el listado de personas que in-
gresaron a la residencia presidencial de
Olivos durante la gestión de Alberto Fer-
nández ni, por lo tanto, la cantidad de su-
puestas “novias” del entonces primer
mandatario.

Es cierto que los periodistas más expe-
rimentados en la investigación tienen
fuentes suficientes como para arreglárse-
las sin esa ley, pero también es verdadero
que aún a ellos la ley les sirve como res-
paldo de la información que consiguen
por su propia cuenta. Milei introdujo, por
un mero decreto, fundamentalmente dos
modificaciones a la Ley de Acceso a la In-
formación Pública. Por un lado, redefine
lo que es información pública y señala
que no lo es la vida privada de los gober-
nantes. Milei está ofuscado —cuándo
no— porque un periodista pidió conocer,
haciendo uso de la ley de acceso a la infor-
mación, los gastos de recursos estatales
que significó la construcción de caniles en
Olivos para los perros del Presidente.

Puede ser que él considere a esos detalles
una información “doméstica” relevante,
como la llamó, pero un episodio aislado
no debería significar una regresión para
una importante conquista de la sociedad
argentina, como fue aquella ley de acceso
a la información. Los periodistas no tra-
bajan para comentar entre amigos en el
café de la esquina la información que con-
siguen, sino para publicarla y llevarla al
conocimiento público. Además, no son
solo los periodistas los que pueden hacer
uso de esa ley; cualquier argentino, sin ni
siquiera acreditar las razones ni contar
con un abogado, puede reclamar infor-
mación sobre los actos del Estado.
EL DECRETO DE MILEI TERMINARÁ TAM-
BIÉN PROMOVIENDO UNA NUEVA DISTAN-
CIA CON EL PRO. La Ley de Acceso a la In-

formación Pública, tal como la conoce-
mos ahora, fue una iniciativa del gobier-
no de Mauricio Macri en 2016. El autor de
esa ley fue Eduardo Bertoni, director de la
Agencia de Acceso a la Información du-
rante la gestión de Macri y ex relator es-
pecial para la Libertad de Expresión de la
Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH). Bertoni regresó des-
pués a EE.UU., donde había vivido cuan-
do era relator de la CIDH. “Es una de la
decisiones de mi gobierno de las que más
orgulloso me siento”, señaló Macri varias
veces, y ponderó que esa ley le permitió al
país ascender muchos peldaños en el ran-
king mundial de transparencia. También
acercó a la Argentina a la posibilidad de
ingresar a la prestigiosa OCDE (Organi-
zación para la Cooperación y el Desarro-
llo Económico), un club exclusivo de solo
38 países con requisitos muy estrictos pa-
ra ser parte de él. Luego, el gobierno de
Alberto Fernández se alejó de la OCDE y
prefirió solicitar el ingreso de la Argenti-
na a los Brics, una organización fundada
recientemente por China, India, Rusia,
Sudáfrica y Brasil. Milei retornó a la polí-
tica de Macri y accedió a cumplir con to-
dos los requisitos de la OCDE; no le inte-
resan, en cambio, los BRICS. El acceso a la
información pública es un requisito de la
OCDE para ser miembro de la organiza-
ción. Mala noticia para el Presidente.
LA SEGUNDA MODIFICACIÓN FUNDAMEN-
TAL DE MILEI A LA LEY DE ACCESO A LA IN-
FORMACIÓN PÚBLICA REDEFINE LO QUE
ES UN DOCUMENTO ESTATAL; señala que
no lo son las deliberaciones previas de los
funcionarios ni los papeles de trabajo que
preceden a la elaboración definitiva de un
documento. ¿Por qué no? ¿Acaso la histo-
ria no se escribe también con esos frag-
mentos de lo que sucedió mientras se ela-
boraba un documento? El decreto tiene
varias modificaciones más a la letra y el
espíritu de la ley. Es un decreto reglamen-
tario de la ley y es más restrictivo que es-
ta; altera la ley y, por lo tanto, es inconsti-
tucional según la jurisprudencia de la
Corte Suprema.

El Presidente también se regodeó con
una amenaza explícita al periodismo
cuando anticipó que le pediría al Congre-
so una ley para que los periodistas sean
considerados personas políticamente ex-
puestas. Un absurdo. Esta calificación les
cabe solo a los funcionarios de los tres po-
deres del Estado —Ejecutivo, Legislativo
y Judicial, incluidos diplomáticos, milita-

res y funcionarios de universidades— y a
sus familiares directos. Se considera así a
las personas que por su posición en el Es-
tado son más susceptibles de recibir so-
bornos o de perpetrar actos de corrupción
con los recursos públicos. Pero el aspecto
más grave de la declaración de Milei con-
siste en que adelantó, sin averiguar nada
ni argumentar nada, que sometería a los
periodistas de esa manera al “escarnio
público”. Según la Real Academia Espa-
ñola, escarnio significa “burla tenaz que
se hace con el propósito de afrentar”. En
síntesis, el Presidente considera que la
profesión de periodista por sí sola es co-
rrupta y que merece el escarnio. Violencia
verbal, pura y dura. Pero ¿y sus amigos
periodistas? ¿O no los considera periodis-
tas? La amenaza no distinguió entre los
periodistas amigos y los periodistas críti-
cos o independientes.

También les pidió a los editores de La
Nación que expliquen por qué se oponen
a la designación del juez federal Ariel Lijo
como miembro de la Corte Suprema de
Justicia. Cumpliendo con la función de
“esbirro” (“persona que sigue servilmen-
te a otra por dinero o por interés”, según
la Real Academia Española), debe seña-
larse que no existe una cuestión personal
con Lijo como para dar tales explicacio-
nes. Las objeciones a Lijo son de índole
moral, ética y hasta intelectual —carece
de las condiciones indispensables para
ser juez de la Corte Suprema— y se han
publicado en el diario en muchos edito-
riales, columnas y notas. No es un secreto
por qué La Nación está en desacuerdo
con la postulación de Lijo, salvo, según
parece, para Milei.
EL PRINCIPAL PROBLEMA DEL PRESIDEN-
TE ES QUE LIJO SE CONVIRTIÓ EN UN
ASUNTO PÚBLICO QUE LES INTERESA CA-
DA VEZ A MÁS SECTORES SOCIALES. Es
probable que Milei esté malhumorado
porque la candidatura de Lijo se atascó en
el Senado; Lijo parece ya un capricho pre-
sidencial después de que Macri, el sena-
dor Luis Juez (que frecuenta a Milei) y los
radicales amigos, por ejemplo, tomaran
distancia de la postulación del juez. En
despachos de la Corte Suprema se subra-
yó que sus miembros están preparados
para lidiar con un tribunal supremo de
apenas tres miembros; eso sucedería des-
pués de diciembre, cuando se haya jubila-
do Juan Carlos Maqueda, el actual decano
de los miembros de la Corte, y si el gobier-
no no logra antes el acuerdo senatorial

para Lijo. Diez días después de que Lijo
expusiera en una audiencia pública ante
la Comisión de Acuerdos del Senado, esta
no solo no firmó el dictamen, indispensa-
ble para que el pliego de Lijo llegue al ple-
nario, sino que el oficialismo logró apenas
tres firmas de los integrantes de la comi-
sión; necesita por lo menos nueve firmas
de los 17 miembros que integran esa co-
misión. Ese es el mejor síntoma del retro-
ceso de la candidatura de Lijo.
SIN EMBARGO, NADIE EN LA POLÍTICA
DESCARTA QUE SE DECIDA UN RITMO MÁS
ACELERADO PARA LAS NEGOCIACIONES
ENTRE EL GOBIERNO DE MILEI Y CRISTINA
KIRCHNER, que llevan a cabo los delega-
dos Eduardo “Wado” de Pedro, en nom-
bre de Cristina, y Santiago Caputo, el po-
deroso asesor de Milei en nombre de este.
Caputo habría inspirado, al menos, el de-
creto de Milei que limitó la Ley de Acceso
a la Información Pública; su elaboración
estuvo a cargo de María Ibarzábal
Murphy, secretaria de Planeamiento Es-
tratégico y persona de confianza política
del Caputo asesor. No hay remedio: el se-
cretismo y la oscuridad informativa del
kirchnerismo son contagiosos. En esas
negociaciones se hablaría de la amplia-
ción de la Corte Suprema para sumar dos
jueces más para que ingresen mujeres a
cambio del acuerdo del kirchnerismo pa-
ra Lijo y para Manuel García-Mansilla,
quien no tuvo hasta ahora ninguna obje-
ción profesional seria.

La ampliación de la Corte es una preo-
cupación especial de los actuales jueces
del máximo tribunal del país. Sospechan
que Cristina Kirchner podría darse un lu-
jo que le fue negado durante sus ocho
años de presidenta: nombrar a un juez de
la Corte Suprema. Su candidata sería la
exsenadora María de los Ángeles Sac-
num, una cristinista desde antes del cristi-
nismo. Una negociación paralela, con los
mismos negociadores, se refiere a las ter-
nas para cubrir más de 140 cargos de jue-
ces federales y nacionales que están en
poder de Milei. “Nada bueno puede salir
de ahí”, se resignó un opositor amigable
de Milei cuando se le desplegaron las ne-
gociaciones en marcha. Nada bueno de-
para tampoco un presidente que asiste a
la celebración del Día de la Industria, en la
sede de la Unión Industrial Argentina, y
se ocupa obsesivamente en golpear sobre
la vieja fractura, curada hace mucho tiem-
po, entre la industria y el campo. Un sol-
dado en busca de la batalla perpetua.

{ OPINIÓN }

Un grave retroceso en la libertad
JOAQUÍN MORALES SOLÁ 

LA NACIÓN/ARGENTINA/GDA

MILEI modificó también la definición de lo
que se considera documento oficial.
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A ndrés Manuel López
Obrador (AMLO) pisa
el acelerador en los úl-
timos días de su sexe-

nio. A menos de un mes del cam-
bio de mando, el próximo 1 de oc-
tubre, el Presidente mexicano está
aprovechando la “supermayoría”
del oficialismo en el Congreso
que asumió en funciones el pasa-
do domingo para impulsar im-
portantes cambios constituciona-
les, empezando por una contro-
vertida reforma judicial —que se
aprobó ayer en general y en parti-
cular en la Cámara de Diputa-
dos— y continuando por proyec-
tos como una amplia transforma-
ción al aparato administrativo y la
consolidación de la Guardia Na-
cional. 

En lo que el diario El Universal
definió como el estreno de una
“aplanadora guinda”, por el color
que identifica al partido oficialista
Morena, la Cámara de Diputados
aprobó ayer en general con 357
votos a favor y 130 en contra —23
votos más que la mayoría califica-
da requerida— la reforma del go-
bierno al Poder Judicial. Sin per-
der tiempo, en seis horas los dipu-
tados discutieron en particular las
más de 600 observaciones del
proyecto, que ahora pasará a tra-
mitarse en el Senado, donde el go-
bierno necesita un voto de la opo-
sición para sancionar la ley la pró-
xima semana. 

La propuesta plantea que jue-
ces y magistrados sean elegidos
por voto popular a partir de listas
de candidatos propuestos por los
poderes Ejecutivo, Legislativo y
Judicial. El proyecto, además,
contempla la disminución del nú-
mero de ministros de la Suprema
Corte de 11 a 19, la reducción de
sus mandatos de 15 a 12 años, el
ajuste de sus remuneraciones y el
fin de las pensiones vitalicias.

Los detractores de la reforma
—entre ellos, los propios trabaja-
dores del Poder Judicial, que es-
tán actualmente en paro— acusan
que el proyecto politiza y afecta la
independencia de la justicia. Tam-
bién ha manifestado su preocupa-

ción EE.UU., que considera que se
trata de un “riesgo” para la demo-
cracia mexicana, ya que el narco-
tráfico podría aprovecharse de la
elección popular para manipular
a jueces. 

López Obrador ha rebatido
esas críticas y defiende que se tra-
ta de “democratizar” la justicia.
“No hay razón para preocuparse.
Felicito a los legisladores que es-
tán buscando limpiar de corrup-
ción el poder judicial”, reaccionó
ayer el Presidente, quien ya había
intentado antes en dos oportuni-
dades empujar esta reforma, pero

no había tenido los apoyos nece-
sarios en el Congreso.

Ahora que tiene los votos, tras
el contundente triunfo del oficia-
lismo en las elecciones federales
del pasado 2 de junio, se espera
que AMLO abarque todo lo que
pueda.

“Creo que López Obrador ex-
primirá al máximo esta ‘superma-
yoría’ en el Congreso en sus últi-
mos días de gobierno… y después
también”, señaló el analista políti-
co Macario Schettino. “Lo que si-
gue es la desaparición de los orga-
nismos autónomos, y la asigna-
ción de la Guardia Nacional a la
secretaría de Defensa”, afirmó, en
relación con los próximos proyec-
tos que tramitará el gobierno an-
tes del cambio de mando.

Una apretada agenda
legislativa

Todo ronda alrededor de lo que
se ha denominado el “Plan C”, un
ambicioso paquete de 18 cambios
constitucionales que López Obra-

dor presentó en febrero —en épo-
ca preelectoral— y que hasta aho-
ra no había logrado concretar. La
reforma judicial; la transforma-
ción del sistema político-electoral;
cambios al sistema de pensiones;
el reconocimiento de los pueblos
indígenas; el establecimiento de
un sistema de salud universal; el
tope a los salarios públicos; darles
rango constitucional a los progra-
mas sociales; prohibir el maltrato
animal; la política sobre el fracking
y el impulso a los trenes de pasaje-
ros, entre otras, forman parte de
este grupo de leyes que el Presi-
dente dejó en carpeta. 

De ese grupo de leyes, López
Obrador priorizaría el trámite le-
gislativo de su reforma adminis-
trativa, que contempla la desapa-
rición de siete órganos autóno-
mos, ente ellos el Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la
Información y Protección de Da-
tos Personales (INAI), la Comi-
sión Federal de Competencia Eco-
nómica (Cofece), el Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones

(IFT), la Comisión Reguladora de
Energía (CRE) y la Comisión Na-
cional de Hidrocarburos.

Otro proyecto que debería te-
ner pronta sanción es el reconoci-
miento constitucional de la Guar-
dia Nacional —un cuerpo creado
por López Obrador— como una
fuerza policial de carácter perma-
nente y adscribirla a la secretaría
de la Defensa Nacional, “a fin de
hacer frente a la violencia e inse-
guridad generadas por el crimen
organizado”.

Tareas pendientes para
Claudia Sheinbaum

El estratega político Patricio
Morelos, fundador de la consulto-
ra Poligrama, destacó que a López
Obrador le quedan solo 26 días de
gobierno y, a diferencia de sus an-
tecesores, que dedicaban sus últi-
mas semanas en el poder a inau-
gurar obras, él aprovechará su al-
ta popularidad y su “abismal”
mayoría en el Congreso para “ce-
rrar su administración marcando
el fuerte contraste político entre él
y la oposición”. Según el analista,
al Presidente le habría gustado
aprobar su proyecto de reforma al
sistema político-electoral —que
elimina 200 diputados y 64 sena-
dores plurinominales, establece la
elección popular de las máximas
autoridades electorales y la reduc-
ción del financiamiento a los par-
tidos políticos—, pero eso ha que-
dado “en pausa” a la espera de las
señales que dé la Presidenta elec-
ta, Claudia Sheinbaum.

“El asunto hoy es: ¿con qué te-
mas va a querer arrancar Shein-
baum su administración? Ya lo
veremos. Hay que recordar que
vienen las elecciones de EE.UU.,
hay que ver las reacciones a la re-
forma judicial, el tema de la inver-
sión (…) Es interesante, porque si
bien por un lado Sheinbaum apo-
ya la reforma judicial y todo el
proyecto de la Cuarta Transfor-
mación, también ella y su equipo
han dado muchos mensajes de
que buscan darles certeza y tran-
quilidad a los inversionistas y al
mundo de que México vive en de-
mocracia”, dice Morelos.

Presidente mexicano concluye su mandato el 1 de octubre:

Los proyectos del último mes de
AMLO, tras aprobar reforma judicial

JEAN PALOU EGOAGUIRRE

Aprovechando la “supermayoría” del oficialismo en el Congreso, el mandatario busca impulsar una amplia reforma
administrativa, que afecta varios órganos autónomos, y sellar la institucionalidad de la Guardia Nacional.

‘‘Juntas y juntos,
con el pueblo,
construimos un México
más próspero,
democrático y justo”.
................................................................

CLAUDIA SHEINBAUM
PRESIDENTA ELECTA DE MÉXICO, FELICITÓ A
LOS DIPUTADOS QUE APROBARON LA
REFORMA JUDICIAL.

LOS DIPUTADOS del oficialismo celebraron la aprobación de la reforma judicial, que pasa ahora al Senado.
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Starlink, la empresa de Elon
Musk que ofrece servicios de in-
ternet, dijo que está cumpliendo
con la orden judicial que blo-
quea la red social X en Brasil
—también propiedad del multi-
millonario— y que inició un
proceso en el Supremo Tribunal
Federal (STF) para descongelar
sus activos.

La suspensión de X, que tiene
unos 20 millones de usuarios en
el país, entró en vigor gradual-
mente desde la madrugada del
pasado sábado y se mantendrá
hasta que cumpla las decisiones
de la corte, que “valen para to-
das las empresas que operan en
Brasil”, según la sentencia dicta-
da este lunes. 

Al suspender las operaciones
de X, el tribunal advirtió a las
operadoras de internet que de-
bían impedir el acceso a esa red,
a lo que Starlink se había negado
en un primer momento.

Starlink alega que la justicia
brasileña le ha bloqueado sus
cuentas bancarias con la inten-
ción de garantizar el pago de
unos cuatro millones de dólares
en multas que adeuda X, lo cual
considera irregular, pues se trata
de empresas diferentes.

La compañía de internet tiene
unas 215.000 líneas activas en
Brasil, en su mayoría distribui-
das por la región amazónica.

La decisión que suspendió a X
en Brasil fue tomada en forma
cautelar por el juez supremo
Alexandre de Moraes, a quien
Musk califica de “dictador”. El
lunes, un panel del STF ratificó
la orden de De Moraes. 

Orden judicial:

Starlink accede
a bloquear X
en Brasil
La empresa de internet
pide que se descongelen
sus cuentas bancarias.

EFE

LA RED SOCIAL X fue suspendida
por orden del STF
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